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Proceso

Ordinario Laboral – Revoca decisión del a quo y niega las pretensiones
Radicación Nro.
66001-31-05-005-2015-00174-01
Demandante:

Omaira Ramírez Ocampo       

Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema:


APLICABILIDAD DE LA LEY 71 DE 1988 PARA AQUELLOS BENEFICIARIOS DEL REGIMEN DE TRANSICION QUE AL ENTRAR EN VIGENCIA LA LEY 100 DE 1993 SOLO HABIAN PRESTADO SUS SERVICIOS EN EL SECTOR PUBLICO. En sentencia SL 4523 de 15 de abril de 2015 radicada bajo el Nº 49533, la Sala de Casación Laboral consolidó una línea jurisprudencial frente a los beneficiarios del régimen de transición que al entrar en vigencia la Ley 100 de 1993 solo habían prestado sus servicios en el sector público, señalando que los regímenes pensionales que les son aplicables son los previstos en las leyes 33 de 1985 y 71 de 1988; expresándolo en los siguientes términos: “De los razonamientos expuestos por la Corte, es necesario precisar que una persona amparada por el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y que hasta la entrada en vigencia de dicha ley solamente haya cotizado para el sector público o haya prestado sus servicios exclusivamente en entidades de derecho público, puede acceder, bien a la pensión regulada por la Ley 33 de 1985, o bien a la pensión por aportes del artículo 7 de la Ley 71 de 1988, siempre y cuando satisfaga la densidad de cotizaciones o tiempos de servicios requeridos para una u otra. Afirmar que en esa hipótesis, únicamente se puede pretender la pensión de la Ley 33 de 1985, como lo dijo el Tribunal, significa privar al beneficiario del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, de que pueda cotizar al ISS por servicios personales privados para acceder a la pensión por aportes. Y en ese caso, no puede olvidarse que el Sistema de Seguridad Social de la Ley 100 de 1993, no excluye ni prohíbe la afiliación para persona alguna que esté calificado legalmente para cotizar válidamente a dicho sistema, ni tampoco contempla norma alguna que le reste efectos a dichas cotizaciones frente a una prestación pensional en particular como la que aquí se pretende.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, diez de noviembre de dos mil diecisiete, siendo las dos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 9 de agosto de 2016, dentro del proceso que promueve la señora OMAIRA RAMÍREZ OCAMPO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00174-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Omaira Ramírez Ocampo que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a que reconozca y pague la prestación económica a partir del 1º de febrero de 2004, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 30 de enero de 1940, cumpliendo los 55 años de edad en la misma calenda del año 1995; prestó sus servicios en el sector público en la Gobernación del Tolima y en la ESE Hospital San Jorge y también hizo cotizaciones en el ISS (Hoy Colpensiones); en total cuenta con 860 semanas cotizadas, de las cuales 523.59 fueron registradas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de los 55 años de edad; mediante la resolución Nº 522 de 1º de enero de 2006 se le reconoció la indemnización sustitutiva de la pensión; a través de la resolución Nº 0267 de 25 de enero de 2011 se le negó la pensión de vejez; el 12 de junio de 2014 solicitó nuevamente que se le reconociera la pensión de vejez, la cual fue resuelta negativamente mediante la resolución Nº GNR 284431 de 13 de agosto de 2014, decisión que fue confirmada en la resolución Nº VPB 175 de 5 de enero de 2015.
Al dar respuesta a la demanda –fls.39 a 42- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la fecha de nacimiento de la actora y el contenido de los actos administrativos relacionados anteriormente. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Cobro de lo no debido”, “Prescripción” y “Buena fe”.

En sentencia de 9 de agosto de 2016 la funcionaria de primer grado determinó que la señora Omaira Ramírez Ocampo tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez, en consideración a que cumple con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y el Acuerdo 049 de 1990, indicando que dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de los 55 años de edad tiene acreditadas más de 500 semanas, acumulando tiempo cotizado en el régimen de prima media con prestación definida y tiempos de servicios en el sector público, tal y como lo dispuso la Corte Constitucional en la sentencia SU 769 de 2014.
Por lo expuesto condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 22 de junio de 2010 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales, debiéndosele cancelar a la actora la suma de $36.787.775 por concepto de retroactivo pensional causado entre el 7 de abril de 2012 y el 31 de julio de 2016, en consideración a que todas las obligaciones causadas con anterioridad al 7 de abril de 2012 se encuentran prescritas.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Acredita la señora Omaira Ramírez Ocampo los requisitos necesarios para que se le reconozca la pensión de vejez que reclama?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

APLICABILIDAD DE LA LEY 71 DE 1988 PARA AQUELLOS BENEFICIARIOS DEL REGIMEN DE TRANSICION QUE AL ENTRAR EN VIGENCIA LA LEY 100 DE 1993 SOLO HABIAN PRESTADO SUS SERVICIOS EN EL SECTOR PUBLICO.
En sentencia SL 4523 de 15 de abril de 2015 radicada bajo el Nº 49533, la Sala de Casación Laboral consolidó una línea jurisprudencial frente a los beneficiarios del régimen de transición que al entrar en vigencia la Ley 100 de 1993 solo habían prestado sus servicios en el sector público, señalando que los regímenes pensionales que les son aplicables son los previstos en las leyes 33 de 1985 y 71 de 1988; expresándolo en los siguientes términos:
“De los razonamientos expuestos por la Corte, es necesario precisar que una persona amparada por el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y que hasta la entrada en vigencia de dicha ley solamente haya cotizado para el sector público o haya prestado sus servicios exclusivamente en entidades de derecho público, puede acceder, bien a la pensión regulada por la Ley 33 de 1985, o bien a la pensión por aportes del artículo 7 de la Ley 71 de 1988, siempre y cuando satisfaga la densidad de cotizaciones o tiempos de servicios requeridos para una u otra. Afirmar que en esa hipótesis, únicamente se puede pretender la pensión de la Ley 33 de 1985, como lo dijo el Tribunal, significa privar al beneficiario del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, de que pueda cotizar al ISS por servicios personales privados para acceder a la pensión por aportes. Y en ese caso, no puede olvidarse que el Sistema de Seguridad Social de la Ley 100 de 1993, no excluye ni prohíbe la afiliación para persona alguna que esté calificado legalmente para cotizar válidamente a dicho sistema, ni tampoco contempla norma alguna que le reste efectos a dichas cotizaciones frente a una prestación pensional en particular como la que aquí se pretende.”
EL CASO CONCRETO

Según copia de la cédula de ciudadanía visible a folio 7 del expediente, la señora Omaira Ramírez Ocampo nació el 30 de enero de 1940, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 54 años de edad, siendo beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

De conformidad con la información suministrada en la historia laboral inmersa en las resoluciones Nº GNR 284431 de 13 de agosto de 2014 –fls.15 a 18- y VPB 175 de 5 de enero de 2015 –fls.11 a 14-, así como en el reporte laboral allegado por Colpensiones –fls.87 y 88-, la demandante antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 prestó sus servicios en el sector público y posteriormente, esto es, el 1º de agosto de 1998 se afilió al régimen de prima media con prestación definida administrado por la entidad demandada, por lo que de conformidad con lo sostenido por la Sala de Casación Laboral en la sentencia SL 4523 de 15 de abril de 2015 radicación Nº 49.533, los regímenes pensionales de los que se puede beneficiar la demandante son los dispuestos en las leyes 33 de 1985 y 71 de 1988.

Exige la Ley 33 de 1985 para que se acceda al derecho a la pensión, que el servidor público cumpla 55 años de edad y acredite 20 años de servicios en ese sector, sin embargo, a pesar de que la señora Omaira Ramírez Ocampo cumplió los 55 años de edad el 30 de enero de 1995, la verdad es que en el sector público tan solo acredita 613.58 semanas de servicios, que equivalen a 11.93 años.

Tampoco resulta posible reconocer la pensión de jubilación por aportes prevista en la Ley 71 de 1988, ya que la actora no cumple con los 20 años acumulados de aportes que se exigen en esa normatividad, al contar con tan solo 860 semanas de servicios prestados en el sector público y privado, que representan 16.72 años. 
Adicional anterior, preciso es resaltar que a la señora Omaira Ramírez Ocampo no le era aplicable el Acuerdo 049 de 1990, pues como ya lo ha sostenido el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria laboral, existe un requisito tácito, que de no cumplirse hace imposible beneficiarse del régimen de transición, el cual consiste en haber pertenecido en algún momento anterior a la vigencia de la ley 100 de 1993 al régimen o sistema del que se pretenden derivar las condiciones de edad, tiempo de servicios y monto de la pensión con las que se reclama el derecho; posición que ha sido reiterada en sentencias CSJ SL, 2129-2014 y CSJ SL, 8801 -2015 y SL, 11110 de 10 de agosto de 2016, ésta última con radicación Nº 53.937 y ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, en donde manifestó:

“Sobre este tema la jurisprudencia de la Sala se ha pronunciado, en el sentido de señalar como resultado de la hermenéutica impartida al artículo 36 de la Ley 100 citado, que un correcto entendimiento del precepto conduce a que la aplicación de un régimen pensional precedente reclama de parte del interesado su pertenencia a él antes de la entrada en vigor del sistema general de pensiones, es decir, tiene que haberlo cobijado en algún momento en que ese régimen anterior tuvo vigencia, por cuanto no es dable derivar un derecho de una condición que nunca se tuvo. Esta situación es distinta a la circunstancia de no ser cotizante activo a 1º de abril de 1994, pues en esta hipótesis la persona sí pertenecía a algún régimen, pero no se encontraba sufragando aportes al momento del tránsito legislativo.”.   

Bajo esas circunstancias, al no haber pertenecido la actora  al régimen pensional previsto en el Acuerdo 049 de 1990 antes de que entrara a regir el sistema general de pensiones, imposible resultaba que se beneficiara de él.
Por todas las razones expuestas, se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 9 de agosto de 2016, para en su lugar absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones de la demanda.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 1 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 9 de agosto de 2016, para en su lugar ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
                                                                                                    Salva Voto 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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